ACCIÓN DE TUTELA. PRIMERA INSTANCIA 

RADICACIÓN:     660012204000-2005-0004-00

ACCIONANTE:  LUIS HERNANDO GIRALDO RINCÓN    

ACCIONADO:      JUZGADO PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA  

DECISIÓN:            DECLARA IMPROCEDENTE


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN PENAL

MAGISTRADO PONENTE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Pereira, enero treinta y uno de dos mil cinco 

                                                                       Aprobado por Acta No. 030

                                                                       Hora: 5:30 pm
Procede la Sala a dictar sentencia dentro de la acción de tutela instaurada por el ciudadano LUIS HERNANDO GIRALDO RINCÓN, donde figuran como accionados el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira y la Fiscalía Sexta Seccional de Pereira.

1.- SOLICITUD 

Narró el accionante que fue juzgado y condenado (estando ausente) por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira, según hechos ocurridos el día diecisiete (17) de marzo de 2000 en los que perdió la vida el señor LUIS ALEXANDER SÁNCHEZ OSORIO. 

A pesar de existir un abogado de oficio, su inactividad fue ostensible, a tal punto que no hizo alegatos “precalificatorios”, no interpuso recursos y en la diligencia de audiencia pública se limitó a pedir la condena porque “no afloraba ninguna causal de atenuación punitiva”, desconociendo que los dos únicos testigos presenciales dejaron clara una causal de ira e intenso dolor.

Ante esta inexistencia de una defensa técnica real y de conformidad con la errada apreciación de la prueba testimonial, el accionante solicita que se le ampare en su Debido Proceso. 

2.- Contestación

Los despachos judiciales vinculados guardaron silencio. 

3.- PRUEBAS 

Se realizó inspección judicial al expediente original radicado bajo el número 660013104001-2000-0254-00. 

4.- Para resolver, SE CONSIDERA 

Con la Carta de 1991 y como resultado directo de principios filosóficos inspirados en el desarrollo social, se instituyó la Acción Procesal Constitucional de Tutela, como mecanismo ágil y eficiente para acudir en defensa de los derechos fundamentales de las personas, cuando estos resulten agredidos por las autoridades o por particulares (en los casos determinados claramente). 

Uno de los aspectos que más llamó la atención de los ciudadanos con esa nueva herramienta, fue lo relacionado con la tutela contra sentencias judiciales, pues inicialmente se creyó que podría lograrse una nueva y paralela instancia procesal. Fue así como la Jurisprudencia constitucional, consciente de los abusos que podrían generarse, se vio en la obligación de trazar parámetros muy claros de interpretación  a través de los cuales se concluyó que sólo en aquellos casos extremos en los que se configuran vías de hecho puede el Juez Constitucional adentrarse en asuntos propios del juez natural, esto es, donde es evidente la arbitrariedad, el capricho o la violación flagrante de las garantías constitucionales. 

En atención a esto y recordando lo narrado en la solicitud de amparo, se pregunta la Sala si dentro del proceso penal adelantado en contra del señor LUIS HERNANDO GIRALDO RINCÓN, a propósito del delito de homicidio, ¿pudo haberse configurado una actuación manifiestamente violatoria de las garantías constitucionales? 

Luego de la inspección judicial de rigor y de analizar con detenimiento las providencias judiciales proferidas por el Fiscal del caso y por la señora Juez Primera Penal del Circuito de Pereira, encuentra la Sala que la acción incoada es improcedente tal como pasa a referirse:  

En ningún momento se violaron los parámetros tendientes a la declaratoria de persona ausente, pues en el expediente obra el edicto emplazatorio para la comparecencia del encartado; asimismo, se detalla la resolución por medio de la cual se le calificó a aquél como ausente y se le nombró abogado de oficio. Esto indica que se respetó la ley penal y que se veló por el cumplimiento de las normas propias del proceso, con el acatamiento de todas las garantías.

El defensor de oficio ejerció su labor en lo pertinente. En este punto, vale la pena advertir que la actuación del abogado no está circunscrita a parámetros matemáticamente definidos; esto significa, en términos simples, que su estrategia puede desarrollarse de forma activa (v.gr. interponiendo recursos, presentando alegatos, etc) o de forma pasiva (guardando silencio cuando considere que de hacer lo contrario podría agravar las condiciones de su prohijado).

En un asunto de tutela de connotaciones similares, esta Sala de Decisión, con ponencia de quien realiza igual labor, refirió: 

Ahora, el no haberse apelado las decisiones interlocutorias y la sentencia condenatoria por parte de la defensa no significa que esté viciada la actuación o que por vía de tutela se pueda analizar de fondo el asunto. Esto último tiene sentido al haberse establecido en la legislación colombiana la posibilidad de recurrir las decisiones judiciales, lo cual contrasta abiertamente con la obligatoriedad que sí caracteriza a otros actos (vg. acudir todos los sujetos procesales a la audiencia pública, estar acompañado el procesado de su defensor en las diligencias, entre otros).   

El comportamiento contumaz del accionante, por demás, impidió hacer más dinámica la controversia probatoria y eso no puede ser ahora argumento para demeritar el trámite de instancia y el fallo de condena mediante la utilización indiscriminada de la acción de tutela. Además, recordemos que la Fiscalía y el Juzgado fueron consecuentes con los mandatos del Código de Procedimiento Penal al notificarle todas las decisiones al abogado defensor y al dirigir comunicaciones a la casa donde residía el incriminado (vg. fls 50 y 74 del cuaderno inspeccionado).
 
Aclarado este aspecto, es evidente que si alguien actuó de manera contraria a sus deberes procesales fue el señor GIRALDO RINCÓN, habida cuenta de su desaparición injustificada. Ahora, no puede este Juez Colegiado castigar la actuación pasiva del abogado defensor cuando él escasamente estaba acompañado de una prueba testimonial que -contrario a lo alegado por el impugnante- sólo dejaba entrever, no un estado de ira sino una reacción impulsiva y completamente  desproporcionada (pues a una insinuación verbal de parte del hoy occiso, el citado LUIS HERNANDO le respondió con dos puñaladas a la altura del corazón). 

En este contexto, la Sala, en su calidad de Juez constitucional de amparo, no tiene posibilidad alguna de invalidar lo actuado en la instancia ordinaria, en la medida que no avizora una actuación ostensiblemente irregular o un interés arbitrario para desconocer las garantías constitucionales del procesado. 

Aclarado lo anterior, la Sala advierte que dentro del proceso penal impugnado la valoración probatoria fue certera y la conclusión condenatoria estuvo debidamente sustentada.

Son estos los motivos que obligan a despachar desfavorablemente el amparo impetrado. 
5.- DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

falla

PRIMERO: Se declara IMPROCEDENTE la tutela incoada por el ciudadano LUIS HERNANDO GIRALDO RINCÓN. 

SEGUNDO: Si esta decisión no es impugnada, por secretaría remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE      

   VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala

� Ha expresado claramente la jurisprudencia: “Para el tema concreto planteado, esto es, la presunta violación al derecho a la defensa, no es suficiente extrañar que el defensor no haya pedido pruebas, o que no hubiera interpuesto recursos, o que no se hubiera notificado personalmente de las decisiones. Es necesario que se demuestre que con esa actitud se dejaron de allegar elementos de juicio fundamentales para la decisión, o que no obstante ser evidente que los intereses del procesado se lesionaron, no hubo una oportuna impugnación.


(...)


la actitud pasiva del defensor no es en si misma indicativa de ninguna irregularidad, pues como lo ha reiterado la jurisprudencia, hay casos, y este podía ser uno de ellos, en donde la mejor defensa es dejar que el Estado asuma toda la carga de la prueba, ante la evidencia de que las que se pidan perjudiquen al acusado; o en donde no conviene recurrir dado el acierto indiscutible o la generosidad del fallador. Esos pueden ser también méritos de una buena defensa, y demostración de un comportamiento ético y serio de un buen abogado....- C.S.J. M.P. Dr. Ricardo Calvete Rangel – Radicación 13029 – 11-08-98.


� Tribunal Superior de Pereira, Sala de Decisión Penal. Sentencia de tutela de Julio 1 de 2004. M.P. Jorge Arturo Castaño Duque. 
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